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	Hora: 
	5:00 p.m.

	Imputado: 
	Ricaurte Andrés Ladino Calderón y Juan Pablo Mena

	Cédula de ciudadanía No:
	9’869.545 y 9’868.624, ambas de Pereira, respectivamente.

	Delito:
	Tentativa de Extorsión.

	Víctima:
	Jhon Jairo Ossa Ceballos.

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa, contra la Sentencia del veintidós (22) de Junio-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Consta en los registros, que el cinco (5) de marzo del año en curso, el señor JHON JAIRO OSSA CEBALLOS se encontraba en su residencia ubicada en el sector del barrio “Bosques de la Acuarela” de Dosquebradas y a eso de las 10:00 p.m. recibió una llamada a su celular de parte de un sujeto que le manifestó ser miembro del grupo “Águilas Negras”, a continuación de lo cual le solicitó la “colaboración con la causa” y le exigió diez tarjetas prepago para celular Movistar por un valor de $50.000.oo. Al día siguiente recibió igual llamada con la misma exigencia. Así sucesivamente hasta que el trece (13) de marzo otro sujeto por el mismo medio le hizo saber que conocía a su núcleo familiar y como era de las “Águilas Negras”, le exigió bajo amenazas la suma de ochenta millones de pesos, a lo cual respondió que no tenía toda esa cantidad de dinero y decidió poner la situación en conocimiento del Grupo Gaula de la Policía Nacional.
Para el día dieciséis (16) del mismo mes se convino la entrega de cuarenta millones de pesos en la parte posterior del Coliseo Mayor de Pereira y en forma rápida se organizó el operativo que dio como resultado la aprehensión de dos individuos que se movilizaban en una moto, abordaron a la víctima para exigirle la entrega del dinero y paquete en mano se dispusieron a emprender la huida. Les fue incautada la motocicleta y dos celulares.
1.2.- A consecuencia de ello, la Fiscalía Treinta y Seis Seccional le atribuyó a los indiciados coautoría material en el punible de TENTATIVA DE EXTORSIÓN al tenor de lo dispuesto por el artículo 244 del Código Penal, cargo que NO ACEPTARON. No obstante, con posterioridad se llevó a cabo un preacuerdo entre Fiscalía y Defensa, por medio del cual se acordó la imposición de la pena mínima prevista por la ley y una rebaja del 48% de la sanción a imponer, a cambio de la aceptación de responsabilidad.
1.3.- El preacuerdo pasó al conocimiento del Juzgado Primero Penal del Circuito, autoridad que al estudiar su legalidad le dio aprobación y finiquitó el proceso con un fallo de condena por medio del cual los declaró penalmente responsables en consonancia con los cargos contenidos en la imputación, con la imposición de una pena privativa de la libertad equivalente a veintitrés (23) meses, doce (12) días de prisión, y multa de 126.75 s.m.l.m.v., la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, y sin lugar al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
1.4.- El togado que asiste los intereses del acusado, no compartió ese pronunciamiento y por eso interpuso el recurso de apelación que ahora se apresta a resolver esta Colegiatura.
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-
- Aunque sus protegidos no se allanaron a los cargos, con posterioridad se llegó a un acuerdo con la Fiscalía, por medio del cual “se garantizó la pena mínima más la rebaja acordada del 48%”; luego entonces, no comprende la razón por la cual la Jueza de instancia no partió de ese mínimo si ya había anunciado en su providencia que iría a “respetar la negociación en los términos referidos”.
- Fue en el acápite pertinente a la punibilidad donde dijo que iba a aplicar el sistema de cuartos que porque “en el preacuerdo no se acordó la punibilidad”. Esa última afirmación no es cierta, porque sí se acordó la pena, no otra que la mínima que establece la ley para el punible. Además, no es igual la pena mínima que el cuarto mínimo, eso no se puede confundir.
- Como el acuerdo no violó las garantías fundamentales, era obligación de la Juez su admisión en toda su extensión. Pero como así no obró, entonces dio lugar a la violación a la congruencia que debe existir entre el preacuerdo y la sentencia.

- Recuerda que las víctimas en el presente injusto desistieron por indemnización integral y que la pena impuesta es gravosa para sus representados; en consecuencia, solicita del Tribunal revocar en ese sentido la providencia impugnada.
2.2.- Procurador Judicial -no recurrente-
El Ministerio Público compartió a plenitud lo solicitado por la defensa y para el efecto hizo alusión a que hubo una variación en la jurisprudencia nacional, pero la que debe aplicarse a la situación concreta nos indica que efectivamente la señora Juez debió respectar lo pactado. De otra parte, no se requiere cuantificar la pena en el acuerdo, basta con decirse que se acuerda el mínimo para que ello sea suficiente a efectos de admitirse por parte de la judicatura.
2.3.- Procesado -no recurrentes-
El acusado JUAN PABLO MENA pidió el uso de la palabra para referir que posee una conducta excelente dentro del penal y que se encuentra descontando pena; de igual modo, ha venido haciendo unos cursos de aprendizaje para buscar su resocialización.
3.- La Decisión

Ha llegado este asunto a conocimiento de la Sala, para efectos de revisar la legalidad del pronunciamiento que mediante sentencia hizo el Juzgado Primero Penal del Circuito con sede en esta localidad, y a ello se procederá de fondo en atención a que no se vislumbra desconocimiento alguno parcial o total de las fases del procedimiento, ni tampoco infracción sustancial de garantías o derechos esenciales de las partes confrontadas.

Los múltiples temas que nos corresponde abordar en esta ocasión, no tienen asidero en la real ocurrencia del hecho, tampoco en la responsabilidad del justiciable, aspectos que se dan por descontados habida consideración, no sólo a la aprehensión en flagrancia sino también a la admisión de los cargos tal cual fueron enrostrados por medio de un preacuerdo. Se refieren más bien y a eso concentrará su atención el Tribunal en sede de segunda instancia, a una falla sustancial en la dosificación de la pena, por transgredir los lineamientos que rigen el tema en tratándose de las negociaciones preacordadas.

Como se censura la forma en que procedió la a quo, obligado es recordar muy concretamente qué ocurrió en la primera instancia:

Fiscalía y procesados debidamente asistidos, luego de que éste no aceptara la imputación, se dieron a la tarea de llegar a un preacuerdo, lo cual se plasmó en un acta con esa denominación en donde quedó consignado simplemente, que los comprometidos se decidían a aceptar su responsabilidad en el punible endilgado, a cambio de un descuento del 48% que se aplicará al mínimo de la pena establecida por ley para el ilícito. Textualmente el escrito de negociación en la parte pertinente reza: “…la Fiscalía garantiza que se fijará la pena mínima prevista en la ley y la rebaja del 48% de la pena a imponer…”
¿Y qué hizo la funcionaria?, pues se basó en una providencia del órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, contenida en un fallo de tutela del cuatro (4) de abril de 2006, Rad. 24.868, según el cual: “…frente a un preacuerdo donde el monto de la pena a imponer no haya sido pactado, al Juez fallador para individualizar la sanción, no le queda otra alternativa distinta que acudir al sistema de cuartos…”. Con fundamento en ese precedente, se ubicó en la pena que la ley establece para el tipo penal de la Extorsión (144 m. a 192 m. y multa de 600 a 1200 s.m.l.m.v.); le incrementó lo concerniente al artículo 14 de la Ley 890 de 2004 (192 m. a 288 m. y multa de 800 a 1800 s.m.l.m.v.); disminuyó lo atinente a la Tentativa (96 m. a 216 m. y multa de 400 a 1350 s.m.l.m.v.); redujo el porcentaje por indemnización integral (24 m. a 108 m. y multa de 100 a 675 s.m.l.m.v.). A partir de allí, dijo aplicar el sistema de cuartos y eligió el inferior que oscila entre 24 m. a 45 m. y multa de 100 a 243.75 s.m.l.m.v.; calificó el hecho como “sumamente grave” y por esa consideración señaló como pena la equivalente al máximo de ese rango mínimo (los 45 m. de prisión y multa de 243.75 s.m.l.m.v.), los que, reducidos en un 48%, arrojaron un total final de veintitrés (23) meses y doce (12) días de prisión, con multa de 126.75 s.m.l.m.v. 

Adicionalmente, impuso como pena accesoria la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual a la pena principal.

Como se observa, la inconformidad se concreta en el hecho de no darse aplicación en este caso concreto a la pena mínima del cuarto inferior, como quedó consignado en el preacuerdo, y en su lugar acoger, sin razón, el tope máximo de ese primer cuarto. El argumento para sostener que ese proceder fue contrario a derecho, lo hace consistir la defensa básicamente en que la sentenciadora no podía aplicar los cuartos punitivos, pues existe prohibición expresa al respecto en el artículo 3º de la Ley 890 de 2004, cuando de  negociación preacordada se trata

Entendemos, que cuando el legislador estableció en el artículo 3º de la Ley 890-04, que en las negociaciones no tiene cabida el sistema de cuartos, ello tiene su lógica en abrir el espacio a las partes para que puedan disponer la que mejor convenga a sus intereses dentro de los límites punitivos considerados en abstracto, es decir, sin ataduras o más limitaciones que las que impone el principio de legalidad; a consecuencia de lo cual el Juez no puede imponer una pena superior (aunque sí inferior) a la estipulada por los negociantes -de conformidad con el artículo 370-. Pero, cuando las partes no hacen uso de esa potestad especialísima, debe ser el Juez quien supla esa indefinición y lo debe hacer con los cánones establecidos para la generalidad de los casos objeto de juzgamiento.

Aquí es claro que las partes le dijeron a la Juez primaria cuál era la pena que habían acordado; expresamente mencionaron que fuese la sanción mínima establecida por la ley para este punible, a partir de lo cual se haría la reducción de un 48% por acogimiento. Siendo así, hay lugar a conceder razón al togado secundado por el Ministerio Público, en cuanto a que la pena a imponer efectivamente debe coincidir con lo acordado por no violación del principio de legalidad.
El señor Procurador Judicial recordó que en algunos fallos la propia Corte ha relativizado ese concepto, puesto que cuando las partes solicitan el mínimo de pena el Juez debe respetar esa posición. Y eso es totalmente cierto, porque es entendido que si al Juez de conocimiento se le dice en una negociación entre las partes, que han acordado “la pena mínima”, esa es precisamente una de las formas válidas de transar y a ella se tiene que someter el fallador siempre y cuando no encuentre vulneración de garantías fundamentales.

Ahora bien, que así sea, es decir, que el Tribunal tenga que ajustar la pena a los parámetros anunciados, como corresponde, no significa que el merecimiento de pena para un caso como el que se nos pone de presente, en donde hubo captura en flagrancia, sea en verdad el adecuado, así en el presente asunto se haya presentado la indemnización integral con la consiguiente disminución punitiva. La sanción para un caso de esta envergadura debería ser mucho mayor a la que fue laxamente acordada. Hay lugar a recordar por tanto el contenido del artículo 348  de la nueva codificación, cuando entre los fines de las negociaciones consagra: “el aprestigiar la administración de justicia y evitar su cuestionamiento”.
En esos términos, la Corporación no puede decir otra cosa que la pena tendrá que ser redosificada para ajustarla a la singular negociación, y en tal sentido lo que corresponde como sanción principal es la equivalente a doce (12) meses y catorce (14) días de prisión, y multa de cincuenta y dos (52) s.m.l.m.v. La accesoria de rigor será por igual lapso a la principal antes referida.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA el fallo objeto de recurso, en el sentido de fijar como pena principal privativa de la libertad para los sentenciados, la de doce (12) meses, catorce (14) días de prisión, y multa de cincuenta y dos (52) salarios mínimos legales mensuales vigentes. La accesoria queda reducida en igual proporción a la pena principal. En todo lo demás, se confirma.
Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

    
     Magistrado 
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